ACCIÓN DE TUTELA DE 2ª INSTANCIA 
RADICACIÓN: 660013187003 2024 00129 01
ACCIONANTE:  JULIO CÉSAR DURÁN MORALES
DECRETA NULIDAD

A Nº011

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA / DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO / COMPETENCIA EN TUTELA CONTRA PROVIDENCIA / NULIDAD PROCESAL

DEBIDO PROCESO – contenido.
… El debido proceso constituye un conjunto de garantías fundamentales que deben respetarse en toda causa, trámite, juicio y actuaciones administrativas, asistiéndole el derecho a las partes y demás personas que tengan interés legítimo de intervenir, a elevar solicitudes, aducir pruebas y controvertir las allegadas. Postulados estos que están consagrados como derecho fundamental en el artículo 29 de la Constitución Política, y no obstante que a la acción de tutela la caracteriza su brevedad, no debe ser ajena a las reglas del debido proceso. 
TUTELA CONTRA PROVIDENCIA – Competencia.

Por consiguiente, es claro que el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que tramitó la tutela y la definió con sentencia de primer grado, carecía de competencia para hacerlo, habida cuenta que el  artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069/15, modificado por el artículo 01 del Decreto 333/21, dispone que las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán asignadas para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional de la autoridad jurisdiccional demandada.
NULIDAD PROCESAL – Por actuar sin competencia.
De ese modo, al haber sido conocida la acción constitucional por un juzgado que integra la jurisdicción penal, cuando la entidad que fue demandada es un Juzgado Civil del Circuito, se incurrió en una irregularidad que vulnera el debido proceso al no ser tal funcionario el competente para su trámite, sino la Sala de Decisión Civil de este Tribunal Superior, en su condición de superior funcional, autoridad a la cual se debió remitir la actuación.
REPÚBLICA DE COLOMBIA
RAMA JUDICIAL
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA nº 2 de decisión PENAL

Magistrado Ponente

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Pereira, veintiuno (21) de febrero de dos mil veinticinco (2025)
Acta de Aprobación No. 196
Hora: 3:16 p.m.

Radicación: 66001318700320240012901

1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado judicial del accionante JULIO CÉSAR DURÁN MORALES, frente al fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela incoada contra el Juzgado Séptimo Civil del Circuito de Pereira.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la parte accionante, se puede sintetizar así: 
(i) el señor JULIO DURÁN afirmó que en múltiples ocasiones ha solicitado que se habilite su participación en la acción popular que está en conocimiento del Juzgado Séptimo Civil del Circuito -radicado 66001310300720240007000-, promovida por JESÚS ALIRIO GARCÍA CASTAÑEDA a través de apoderado judicial y en contra de la sociedad Tierras Inversiones Proyectos S.A.S., pero ha enfrentado dificultades para acceder al expediente y participar en todas las actuaciones del proceso. 

(ii) Mediante auto de diciembre 9 de 2024, el despacho judicial accionado limitó su participación en el proceso y fomentó discriminaciones a la participación social, política y ciudadana. ​ 

(iii) Las decisiones fueron determinadas sin el ejercicio de todos los participantes de la acción, impidiendo la palabra para la construcción de argumentos de la decisión del recurso de reposición. ​ 

(iv) El despacho accionado ha adoptado una actitud inconveniente en la acción constitucional con fines colectivos, priorizando las formas procesales sobre las soluciones sustantivas y reduciendo la participación y el diálogo social. ​ 

(v) Hay una actitud sistemática y restrictiva por parte de varios despachos judiciales, impidiendo la participación ciudadana y el diálogo social en las acciones populares. ​ 

(vi) La autoridad accionada también ha asumido una actitud de reluctancia propositiva, probatoria, procesal, legal y constitucional, inhibiendo su autocontrol administrativo y proponiendo más barreras procesales y funcionales. ​ 

(vii) Algunos funcionarios judiciales y representantes de órganos de control ministerial público han adoptado una actitud desinteresada y elusiva, no garantizando el debido respeto a las peticiones de aproximación conciliadora y diálogo social. ​ 

(viii) Se ha cumplido con el requisito de subsidiariedad constitucional para ejercitar la acción de tutela contra providencias judiciales, informando repetidamente al despacho accionado sobre los inconvenientes de la anulación de la legitimación de la coadyuvancia. ​
Solicitó la protección de los derechos fundamentales vulnerados y, en consecuencia, se ordene a al juzgado accionado que conmine a los demandantes en el proceso verbal referenciado a cumplir con el requisito de procedibilidad -art. 38 L.640/01, art. 621 CGP-. 
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela -diciembre 18 de 2024-, el despacho de primer grado vinculó y corrió traslado de la demanda al Juzgado Séptimo Civil del Circuito de Pereira. Posteriormente, se vinculó a la Sociedad Tierras Inversiones Proyectos S.A. (TIPSA).

3.2.- Frente al traslado de la tutela únicamente se pronunció la Juez Séptima Civil del Circuito de Pereira, quien hizo saber que, dentro de la acción popular que promovió el ciudadano Jesús Alirio García Castañeda contra la Sociedad Tierras Inversiones Proyectos S.A.S. -radicado 66001310300720240007000-, mediante autos de diciembre 09 y 18 de 2024 (AP-0146-2024 y AP-0148-2024) ese despacho dio respuesta a varios memoriales que radicó el accionante entre octubre y diciembre de 2024, a quien se le precisó que él no es parte del proceso ni se le ha reconocido como coadyuvante, y que debe tramitar la respectiva solicitud si desea participar en la actuación, lo cual no ha ocurrido. 

Destacó que la acción de tutela es improcedente porque el accionante no ha agotado los medios de protección disponibles, como lo es la solicitud formal dentro del asunto judicial de su interés y, ante la ausencia de vulneración de garantías fundamentales e inexistencia de la inminencia de un perjuicio irremediable, el juez de tutela no tiene posibilidad de intervenir en su esfera funcional.
3.3.- En el término constitucional, mediante fallo de enero 03 de 2024, el juzgado de primer nivel resolvió negar por improcedente la tutela invocada por el apoderado judicial del señor JULIO DURÁN, en virtud del principio de subsidiariedad de la acción constitucional, pues existen otros mecanismos ordinarios idóneos y eficaces para sus pretensiones. Se observó que el juzgado accionado no vulneró ningún derecho fundamental al accionante, pues las disposiciones adoptadas están conforme a la normatividad vigente, se dio respuesta a las peticiones del ciudadano y se le brindó la información necesaria para formalizar su interés en el proceso mediante la solicitud respectiva, lo cual no ocurrió. 
4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión, el señor JULIO DURÁN la impugnó para que en segunda instancia se conceda el amparo de tutela deprecado. Al efecto, argumentó que el fallo de primera instancia no profirió con el rigor jurídico del caso y se cometieron errores en la sentencia al referenciar como accionado un juzgado penal cuando se trata de un despacho de la especialidad civil, lo que genera dudas sobre la coherencia y conocimiento del caso. No se consideraron todos los fundamentos expuestos en la solicitud de amparo. 

Sostuvo que la autoridad accionada no ha atendido adecuadamente sus peticiones porque no ha facilitado el acceso completo e irrestricto al expediente, por lo que las respuestas ofrecidas no fueron oportunas ni adecuadas. Reiteró los argumentos relativos al desconocimiento del debido proceso en la acción popular que conoce el juzgado civil y que existe una vulneración sistemática al ejercicio de ese mecanismo constitucional con un propósito arbitrario en detrimento de la justicia social. 

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Existe competencia funcional para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591/91; sin embargo, analizada con detenimiento la actuación surtida, se observa que no es posible desatar el recurso debido a la existencia de una irregularidad sustancial presentada durante desarrollo del trámite adelantado ante el juzgado de primer nivel, ya que se asumió el conocimiento de un asunto frente al cual se carecía de competencia.

El debido proceso constituye un conjunto de garantías fundamentales que deben respetarse en toda causa, trámite, juicio y actuaciones administrativas, asistiéndole el derecho a las partes y demás personas que tengan interés legítimo de intervenir, a elevar solicitudes, aducir pruebas y controvertir las allegadas. Postulados estos que están consagrados como derecho fundamental en el artículo 29 de la Constitución Política, y no obstante que a la acción de tutela la caracteriza su brevedad, no debe ser ajena a las reglas del debido proceso. 

Por consiguiente, es claro que el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que tramitó la tutela y la definió con sentencia de primer grado, carecía de competencia para hacerlo, habida cuenta que el  artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069/15, modificado por el artículo 01 del Decreto 333/21, dispone que las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán asignadas para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional de la autoridad jurisdiccional demandada. 
De ese modo, al haber sido conocida la acción constitucional por un juzgado que integra la jurisdicción penal, cuando la entidad que fue demandada es un Juzgado Civil del Circuito, se incurrió en una irregularidad que vulnera el debido proceso al no ser tal funcionario el competente para su trámite, sino la Sala de Decisión Civil de este Tribunal Superior, en su condición de superior funcional, autoridad a la cual se debió remitir la actuación.

Lo referido podría ir en contravía de la protección de los derechos del accionante quien espera que su asunto obtenga una pronta resolución; no obstante, la H. Corte Suprema en decisión CSJ ATP, 12 ago. 2009, Rad. 43.613, en punto de tal situación expresó:
“Cabe agregar que aunque la Corte Suprema de Justicia comparte la preocupación de la Corte Constitucional expresada en auto 124 del 25 de marzo de 2009, en el sentido de que en algunos casos los “… los conflictos de competencia con base en el Decreto 1382 de 2000 ha generado que los peticionarios deban sufrir por varios meses (sic) las graves consecuencias de la presunta violación de sus derechos fundamentales mientras los distintos jueces discuten aspectos meramente procesales relacionados con las reglas de reparto; lo cual, además, es muestra de una gran insensibilidad constitucional”,  tampoco puede desconocer que tal como lo precisara en auto de 2 de junio de 2009 dentro de la radicación T-42401, “ello no implica que las autoridades judiciales y sus usuarios deban desconocer la citada reglamentación, toda vez que su inobservancia resta eficacia a la administración de justicia de cara a proteger los derechos fundamentales, pues no se puede olvidar que el Decreto 1382 de 2000 fue expedido por la necesidad cierta de ‘racionalizar y desconcentrar el conocimiento’
 de las demandas de tutela. 

Por ello, desconocer las razones y los argumentos que se tuvieron en cuenta para la expedición del referido decreto, genera efectos como el ocurrido en el caso objeto de análisis y emite un mensaje equivocado a las personas, pues  tal como se precisara en el auto aludido “las incentiva a promover demandas ante cualquier autoridad judicial, creando caos judicial que en nada ayuda a la protección inmediata de los derechos fundamentales, ni al correcto funcionamiento de la administración de justicia en el ejercicio de sus funciones ordinarias instituidas igualmente para garantizar los derechos constitucionales.”

Es cierto y no desconoce la Sala que a raíz de la vacancia judicial que opera en todo el territorio nacional a partir del día 20 de diciembre de cada año, es común que las oficinas judiciales procedan a efectuar el reparto de las acciones constitucionales a los despachos que laboran en esa época, como es el caso de los Juzgados de Ejecución de Penas
, quienes por tal motivo deben asumir el conocimiento de las mismas no obstante ser conocedores de su falta de competencia. Aun así, tal situación no puede ser avalada por esta Corporación
, al ser evidente la existencia de unas reglas de reparto que deben ser de obligatorio cumplimiento para garantizar que quien decida la acción constitucional sea en efecto el funcionario con competencia para hacerlo, lo que en este caso no ocurre, máxime cuando la demanda de tutela se radicó en diciembre 18 de 2024, cuando aún no iniciaba la vacancia judicial.
Valga precisar que las reglas de reparto enunciadas fueron establecidas en decretos presidenciales y atienden a la potestad reglamentaria reconocida en la Constitución -Art. 189.11-, preceptos que son del orden público y obligatorio cumplimiento por las autoridades administrativas y judiciales, al tiempo que al Consejo Superior de la Judicatura le asiste la función reglamentaria residual prevista en el artículo 257 Superior, así como a los Consejos Seccionales en el ámbito de sus competencias -art. 82 y 85 Ley 270/96-, la cual se desarrolla con sujeción a la ley y en los asuntos que no cuenten con disposición normativa expresa, circunstancias que obligan a colegir que el Acuerdo emitido para la orientación de acciones constitucionales en el periodo de vacancia, en manera alguna, puede estar en contravía a los presupuestos reglamentarios fijados en los Decretos 1069/15 y 333/21, dada la prevalencia de funciones establecidas en el mandato constitucional para el Poder Ejecutivo.

Por lo anterior, como quiera que en este asunto la entidad accionada es el Juzgado Séptimo Civil del Circuito de Pereira, dando alcance a los criterios de la jurisprudencia fijada por la Corte Suprema de Justicia que propende por el respeto y trascendencia de las reglas de reparto para determinar la competencia en el conocimiento de acciones de tutela
, no cabe duda que la autoridad competente para conocer de la tutela impetrada era la Sala de Decisión Civil-Familia de este Tribunal, y en consecuencia ello da lugar a la declaratoria de nulidad de lo actuado por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con la consiguiente remisión del expediente a la Oficina Judicial para surtir el reparto ante la Sala Especializada Civil-Familia de esta Corporación, sin perjuicio de la validez de las pruebas practicadas.

6. DECISIÓN.


En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Nº 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE
PRIMERO: SE DECLARA LA NULIDAD de lo actuado por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), a partir del auto de diciembre 18 de 2024 por medio del cual se admitió esta acción constitucional, en atención a la falta de competencia, sin perjuicio de la validez de las pruebas practicadas.
SEGUNDO: REMITIR por Secretaría el expediente a la Oficina Judicial para su reparto Sala de Decisión Civil-Familia de este Tribunal, de conformidad con lo dispuesto en la parte motiva de esta providencia.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 
-con salvamento de voto-
Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA 
Magistrado 
Con firma electrónica al final del documento
� Mediante Acuerdo CSJRIA24-141 de noviembre 20 de 2021 el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda suspendió el reparto de acciones de tutela a los Juzgados del Distrito Judicial de Pereira , desde diciembre 10 de 2024 y hasta enero 12 de 2024, ambas fechas inclusive, en atención a la vacancia judicial de fin de año, y conformó la Unidad Judicial Única para atención de acciones de tutela la cual fue creada con los Juzgados penales municipales de garantías, penales municipales de conocimiento, penales municipales de control de garantías para adolescentes penales municipales de garantías, penales de garantías y conocimiento de Dosquebradas, penales municipales de garantías y de conocimiento de Santa Rosa de Cabal, y Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. 


� Esta Sala de Decisión Penal se pronunció en similares términos en providencia (AT2) de febrero 04 de 2022, radicado 660013187003 2021 00076-01. Magistrado Ponente Dr. Jorge Arturo Castaño Duque.


� Véase la sentencia C-507-14: “[…] Por su parte la función administrativa reposa fundamentalmente en el Ejecutivo, - Presidente de la República- quien tiene la función de reglamentar la ley (CP., art. 189.11) y de manera residual, accesoria y auxiliar, en otros organismos como lo son los ministerios. Sin embargo, la Carta Política también ha otorgado potestades normativas a otros organismos ajenos a la Rama Ejecutiva del poder público, como es el caso del Consejo Superior de la Judicatura, que lo ejerce al margen del Ejecutivo y a quien le corresponde, dictar los reglamentos necesarios, conforme a la ley. (CP. art. 257).


4.5.4. El mandato constitucional del artículo 257, según el cual: “Con sujeción a la ley, el Consejo Superior de la Judicatura cumplirá las siguientes funciones: (...) Dictar los reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la administración de justicia, los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los distintos cargos y la regulación de los tramites judiciales y administrativos que se adelantes en lo despachos judiciales, en los aspectos no previstos por el legislador”, contempla claramente una función reglamentaria, que tiene por objeto concretar la aplicación de la ley mediante reglamentos administrativos que coadyuven al funcionamiento eficaz de la administración de justicia, función que debe ser ejercida conforme al mandato legal y en los aspectos no previstos por el legislador.  Además, el mismo artículo 257, en su numeral 4 prescribe la facultad del Consejo Superior de la Judicatura para proponer proyectos de ley, relativos a la administración de justicia y a la expedición de códigos sustantivos y procedimentales, que son competencia del Legislador. 


Cabe resaltar que conforme al artículo 93 de la ley 270 de 1996, de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, sobre el principio de legalidad en los trámites judiciales y administrativos, “La facultad de la Sala Administrativa para regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en ningún caso comprenderá la regulación del ejercicio de las acciones judiciales ni de las etapas del proceso que conforme a los principios de legalidad y del debido proceso corresponden exclusivamente al legislador.”, lo que conlleva a que no es posible la deslegalización de la definición o modificación de las cuantías, cuando ellas sean parte del ejercicio de las acciones judiciales, sus etapas o la definición del juez natural. 


4.5.5. En suma, el Consejo Superior de la Judicatura tiene a su cargo la regulación de los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, cuando el legislador no haya dispuesto norma directamente aplicable, potestad que dispone un claro desplazamiento de la potestad reglamentaria del Presidente en esta materia y, por consiguiente, de los organismos subordinados de la Administración.”


� Véanse autos APL2059- 2022, ATC535-2023  
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